
La nueva Ley de Delitos Económicos entrará ma-
ñana en plena vigencia. Desde el 1 de septiembre
las personas jurídicas podrán tener una responsa-
bilidad penal por los delitos económicos cometi-

dos por sus integrantes. Desde la publicación de la Ley
21.595, a mediados de agosto del año pasado, hasta hoy,
solo a las personas naturales —como directores y altos
ejecutivos— les era aplicable la nueva legislación. 

Pese a que las personas jurídicas, por ejemplo, empre-
sas, gremios o asociaciones y partidos políticos, ya tenían
responsabilidad penal por algunos delitos, la nueva ley
introduce grandes cambios. Por ejemplo, se modifica en
qué situaciones la persona jurídica responde penalmente,
aumenta la cantidad de delitos que les serán imputables
de alrededor de 40 a más de 200, y los modelos de cumpli-
miento tienen nuevas exigencias para que sea considera-
do que eximen a la persona jurídica de responsabilidad.

En el año de vacancia de la ley, las empresas tuvieron
que revisar y reformular sus procesos internos. Hacia ade-
lante, el desafío estará en evaluar continuamente los nue-
vos riesgos que se presentan, seguir revisando sus mode-
los de cumplimiento y dejar un registro de sus controles
para evitar que se cometan delitos y las grandes multas
que la nueva legislación introduce.

El modelo de cumplimiento gana prominencia
en la nueva fase de la Ley de Delitos Económicos

CATALINA MUÑOZ-KAPPES

MAÑANA ENTRA EN PLENA VIGENCIA LA RECIENTE LEGISLACIÓN:

Las empresas pueden responder

penalmente por ilícitos cometidos en su

interior, lo que conlleva sanciones que

llegan hasta la extinción de la persona

jurídica. Todo cambia, sin embargo, si

demuestran que tenían los controles para

prevenir que ocurriesen delitos. 
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La minera china Tianqi
informó ayer sus resul-
tados al cierre del pri-
mer semestre, período

en el que se vio fuertemente im-
pactada por la caída en la cotiza-
ción del litio, en medio de la de-
saceleración de la industria de la
electromovilidad. 

La compañía que es dueña
del 22% de las acciones de SQM
reportó pérdidas por unos US$
734 millones. Señaló que al cie-
rre de la primera mitad del año,
“el precio de mercado del con-
centrado de litio de grado quí-
mico cayó a medida que el con-
centrado de litio de bajo precio,
recién comprado por la compa-
ñía a Talison, se almacena gra-
dualmente y el inventario de
concentrado de litio existente se
digiere gradualmente”.

En el mismo período en 2023,
Tianqi Lithium había presenta-
do utilidades por unos US$ 952
millones. 

En cuanto al volumen de
ventas de compuestos y deri-
vados de litio, de enero a junio
de 2024, el indicador aumentó
e n u n 3 0 ,13 % i n t e r a n u a l ,

mientras que durante el se-
gundo trimestre de 2024 subió
un 46,18% en comparación con
lo reportado en el primer tri-
mestre de este año.

Efecto SQM

Otro de los factores que influ-

yeron en sus resultados fue el
desempeño de SQM. La firma
durante la primera mitad del
año reportó un impacto en su
negocio del litio y derivados,
con ingresos por US$ 1.212,1 mi-
llones, una disminución de 61%
respecto al año previo. En ello
incidieron “precios de venta

promedio significativamente
más bajos, parcialmente com-
pensados por volúmenes de
ventas significativamente ma-
yores”, según se conoció hace
un par de semanas.

Con todo, la minera sostuvo
que “Tianqi Lithium tiene una
sólida posición financiera y un
abundante flujo de caja. En la
primera mitad del año, el flujo
de efectivo neto de la compañía
generado por las actividades
operativas fue de CNY 2.236
millones (US$ 315 millones), y
la relación activo-pasivo al final
del período del informe fue del
27,65%”.

Juicio en Chile

Uno de los temas que se abor-
daron en el reporte semestral de
la compañía china es el proceso
judicial que lleva adelante, me-
diante el cual busca detener el
acuerdo firmado en mayo entre
Codelco y SQM. 

“La empresa considera que el
Acuerdo de Asociación suscrito

entre SQM y Codelco debe ser
presentado a la asamblea de ac-
cionistas de SQM y ser aproba-
do por dos tercios de los votos
de las acciones emitidas con de-
recho a voto. De lo contrario, los
derechos de voto y derechos de
los accionistas relacionados de
la filial de propiedad total de la
compañía, Tianqi Chile, como
accionista de SQM, serán perju-
dicados. La empresa no recono-
ce la decisión de la CMF y la de-
cisión de reconsideración”, ex-
presaron. 

Esta semana, los abogados
de TLC Chile, filial de Tianqi
en Chile, solicitaron en esta
misma causa impedir que SQM
se haga parte del caso, asegu-
rando que de permitir esta ac-
ción “perjudicará directamen-
te a mi representada, al alterar
la normal tramitación del pre-
sente reclamo de ilegalidad,
imponiéndole ilegítimamente
la carga de defenderse de pre-
tensiones que, por expresa dis-
posición legal, no corresponde
ventilar en esta sede”.

Precio de litio golpea resultados de minera
Tianqi, que pierde US$ 734 millones 
TOMÁS VERGARA P. 

AL CIERRE DEL PRIMER SEMESTRE: 

La compañía china reiteró su intención de que el acuerdo SQM-Codelco sea visto por la junta de

accionistas y dijo desconocer la resolución de la CMF al respecto. 

Tianqi es la dueña del 22% de las acciones de SQM, principal operador
del salar de Atacama. 
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La Ley de Delitos Económicos introduce ilícitos en materia medioambiental al
Código Penal. Verónica Benedetti, socia de Forensic en Deloitte, señala que ahora
son delitos la presentación de información falsa en la evaluación ambiental y para
acreditar el cumplimiento de obligaciones de una Resolución de Calificación Am-
biental (RCA). Felipe Fernández (EY) indica que hay infracciones que ya existían
en la regulación, pero que ahora se convierten en delitos económicos, como
aquellos asociados al empleo de fuego en la Ley de Bosques, el daño a monumen-
tos nacionales o la alteración de hitos de la concesión de explotación del Código
de Minería.
La multa por cometer una de estas infracciones varía, pero Fernández explica que
pueden llegar hasta las 120.000 UTM (aproximadamente US$ 8,8 millones). La em-
presa es culpable por uno de estos delitos, afirma Benedetti, cuando el ilícito es perpe-
trado en el marco de sus actividades, por un integrante de la empresa o por alguien que
le preste servicios gestionando asuntos suyos ante terceros, y siempre que la infracción
se haya visto favorecida por la falta de un modelo de prevención de delitos efectivo. 

LAS INFRACCIONES MEDIOAMBIENTALES
que se incorporan al Código Penal
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El presidente de la CPC, Ricardo Me-
wes, observa que en el año de vacancia
de la Ley de Delitos Económicos para
las empresas hubo una preparación
distinta. Por un lado, las grandes firmas
han estado apoyadas por equipos de
abogados y asesores para tomar los
resguardos necesarios y capacitar a
todos sus trabajadores. 
Mewes dice que las pequeñas y me-
dianas empresas también han ido
identificando conductas de riesgo,
pero que en estos casos es vital que
reciban un apoyo de sus gremios.
“Estamos poniendo atención en las
empresas más chicas y en los gremios
que las agrupan. Muchas veces es el
dueño el que hace todo, y en este caso
claramente no hay un oficial de cum-
plimiento, entonces el rol de apoyo de
los gremios es vital”, cree.
Hacia el futuro, el presidente de la
CPC ve que el desafío es la actualiza-
ción de los documentos de buenas
prácticas y de cumplimiento. “Aquí
las sanciones son tan grandes, que los
gremios como las empresas, indepen-
dientemente de su tamaño, tenemos
que hacer conciencia que los delitos
hay que evitarlos a toda costa. Aquí
hay que hacer el trabajo bien hecho
desde el principio”, señala.

Dispar preparación
ENTRE GRANDES Y
PEQUEÑAS FIRMAS

La prominencia de los modelos de prevención de delitos
radica en que la ley establece que si estos controles están
efectivamente implementados, la empresa puede eximirse
de su responsabilidad penal por delitos cometidos en su
interior. Sin embargo, para que se le pueda aplicar este
régimen, la empresa debe ser capaz de demostrar que
mantenía un modelo de prevención efectivo y adecuado a
su tamaño y giro, explica Rodrigo Albagli, socio de Albagli
Zaliasnik. “En otras palabras, que se hizo todo lo posible
por mitigar riesgos y evitar las malas prácticas que se
dieron”, afirma. 
Albagli indica que, para que el modelo funcione en la
práctica, se deben tomar acciones, tales como: que las
políticas y procedimientos son accesibles y comprensibles
para los colaboradores; que las capacitaciones generan
conocimiento y cambio; que el canal de denuncias es con-

estén actualizando y viendo si es que surgen nuevos ries-
gos”, dice. 
Otro aspecto importante es que el modelo de prevención
de delitos debe ser revisado periódicamente por terceros
independientes, comenta Rodrigo Reyes, director jurídico
de Prelafit Compliance. “Tiene que ser un tercero que no
haya participado en el diseño del modelo de prevención de
delitos y que no esté vinculado en otra relación con el
negocio”, explica. Sobre qué se entiende por revisiones
periódicas, Reyes responde que la ley no establece un
margen de tiempo explícito. “El propósito de la regulación
era precisamente huir del formalismo que conducía irre-
mediablemente a una suerte de checklist. Lo que quiere el
legislador es que sea un ejercicio racional”, acota. Sin
embargo, la recomendación del experto es que haya al
menos una revisión en el año. 

fiable y funciona, o que, cuando sucede un incidente o mala
práctica, la empresa responde con investigaciones sólidas
y medidas disciplinarias adecuadas. 
“Es muy importante que la empresa pueda demostrar que
esto no eran solo manuales y procesos que estaban guar-
dados en un cajón, sino que efectivamente se estaban
cumpliendo. Y para demostrar eso, es clave que la empre-
sa genere evidencia”, afirma Susana Sierra, socia y CEO de
BH Compliance. Albagli agrega que “la carga de probar la
suficiencia del modelo la tiene la empresa, por lo que se
sugiere que en la generación de la evidencia esté presente
toda la operatividad del modelo”. 
Con las nuevas tecnologías y los cambios acelerados,
Sierra asevera que se deberá ir revisando las políticas
periódicamente para adaptarse a los nuevos riesgos. “Que
el modelo esté vivo también significa que las empresas lo

EL ROL CENTRAL de los modelos de prevención de delitos

Le Ley de Delitos Económicos esta-
blece que mientras un proyecto de ley
no coordine las distintas penas, san-
ciones y medidas que pueden ser
aplicables a una persona jurídica por
el delito de colusión, las personas
jurídicas no responderán penalmente
por este ilícito. Este proyecto de ley
no ha entrado a trámite en el Congre-
so, por lo que no existe la responsabi-
lidad penal de empresas por colusión.
Incluir la colusión como delito econó-
mico es una materia que fue amplia-
mente debatida durante la tramita-
ción de la ley.
Francisco Bórquez, socio de Barros &
Errázuriz, explica que la Fiscalía Nacio-
nal Económica (FNE) ha señalado que
no se observa ninguna ventaja de incluir
el delito de colusión dentro de la res-
ponsabilidad penal de las personas
jurídicas, ya que la legislación de libre
competencia es más exigente que la
Ley de Delitos Económicos. Por ejem-
plo, dice Bórquez, permite la utilización
de modelos de cumplimiento como
eximentes de responsabilidad. “La
forma en que actualmente funciona el
sistema (con un procedimiento ante el
TDLC y ante tribunales penales) permi-
te equilibrar la complejidad técnica de
calificar la colusión y la sanción penal.
Incluir una responsabilidad distinta
complica la aplicación del actual siste-
ma”, afirma.

El proyecto de ley
PENDIENTE 
EN COLUSIÓNQue las personas jurídicas tengan responsabilidad penal significa que bajo ciertas cir-

cunstancias serán criminalmente responsables por delitos que se cometan en el marco de
sus actividades, explica Felipe Fernández, socio adjunto de Servicios Legales de EY. “Si
bien las empresas no pueden ser sancionadas con penas que pueden cumplir los indivi-
duos, como la privación de libertad, sí pueden ser sancionadas con multas”, dice. 
Javier Díaz, socio de Barros & Errázuriz, afirma que con la ley que rige hasta hoy, las
personas podían responder penalmente solo si el delito se cometía en su beneficio. Aho-
ra, las sanciones aplican incluso aunque la empresa no perciba ningún beneficio, a ex-
cepción de que sea la víctima. Solo no será responsable por los delitos cuando tenga un
modelo de prevención efectivamente implementado. Díaz indica que la ley crea algunas
sanciones nuevas, como la de un supervisor que puede imponer un modelo de prevención
a una persona jurídica condenada, y hace más gravosas otras. Las sanciones pueden ser
la publicación de un extracto de la sentencia condenatoria, el comiso de bienes y ganan-
cias; multas; la supervisión de la persona jurídica; la pérdida de beneficios fiscales; la
inhabilidad de contratar con el Estado, e incluso la extinción de la persona jurídica. 

Empresas podrán tener responsabilidad penal
POR ILÍCITOS ECONÓMICOS

El Gobierno informó que
1.583.115 familias serán bene-
ficiadas por el subsidio eléc-
trico en la primera convoca-
toria, lo que representa un
98% de los postulantes. Poco
más de 28 mil solicitudes no
fueron aceptadas, en general
porque se trata de cuentas
con morosidad o errores al in-
gresar datos o el número de
cliente. 

El ministro de Energía,
Diego Pardow, destacó que el
porcentaje “es relativamente
elevado de hogares ubicados
en zonas rurales , lo que
muestra que al menos desde
esa perspectiva no hubo una
brecha digital”. 

El primer pago se realizará
en septiembre e incluirá el
beneficio correspondiente a
los meses entre julio y di-
ciembre. Los beneficiados re-
cibirán un pago único de en-
tre $23 mil y $43 mil, depen-
diendo de la cantidad de inte-
grantes de cada hogar. 

98% de los
postulantes
accederán al
subsidio
eléctrico 
T. V.
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